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1. LA LICITACION PUBLICA 

Tenninado el expediente de contratación por resolución del 
órgano administrativo competente en el que se aprueba el 
pliego de cláusulas administrativas particulares, la Admi­
nistración Pública debe buscar al posible contratista inte­
resado en celebrar este contrato administrativo de obra 
pública. Se inicia asi todo un procedimiento licitatorio des­
tinado a vincular la voluntad de la Administración con la 
de un interesado, que es generalmente un particular. 

La ley regula específicamente las diversas fonnas de 
selección del contratista, señalando una serie de sistemas 
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cuya elección no es facultativa de la Administración, sino 
que, como se ha señalado, constituye un mandato legal. 

La Administración Pública al formular una oferta es­
pera provocar, mediante un período publicitario, una gran 
cantidad de adhesiones, buscando, por un procedimiento 
abierto al público en general, la propo'ición más conve­
niente a sus intereses. De tal forma no se podría lograr un 
acuerdo de voluntades si no existiera un trámite especial 
de seleccionar a aquel proponente o interesado que formuló 
la proposición más ventajosa. Así surge la licitación pú­
blica. 

La licitación pública, la entendemos como aquel con­
curso de proponentes autorizados para cotizar la ejecución 
de un servicio público (obra pública) , de acuerdo a las 
bases administrativas, especificacioues técnicas, planos ge­
nerales y demás detalles, aprobados por el organismo com­
petente para ello. 

En el contrato de obra pública, el legislador chileno 
(Art. 1 del RCOPCH) señala como obligatorio la llamada 
a licitación pública para la celebración de un contrato de 
este tipo, a menos que tengan la calificación de extraordi­
nario o urgente por causas imprevistas 1. 

La licitación pública, respondiendo a los principios se­
ñalados, exige dos garantías fundamentales: 
a) La publicidad de la oferta. Tiene por objeto que ella 
sea conocida por la mayor cantidad de administrados pQsi­
ble. Con esta garantía, se está asegurando una real y ho­
nesta competencia entre las personas interesadas y asegu­
rando una más acertada selección. Supone, además, la po­
sibilidad de obtener una ventaja por el beneficio que trae 
comigo el contrato. La publicidad se traduce en la reali­
dad como una expresión del principio de la igualdad ante 
los beneficios públicos, pues aquí todos los interesados que 
cumplan con los requisitos generales podrán presentarse 
a la licitación. Esta exigencia de publicidad es esencial, 

1 Dictamen de la Contraloría General de ]a República N9 29.781/48. 
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de manera que no puede ser válida ni eficaz una licitación 
pública sin haberse anunciado pOr el término y los me­
dios que establece la ley. El arto 29 de la LCE. señala que 
toda licitación pública se debe anunciar en el Boletín Ofi­
cial del Estado, con una anticipación mínima de veinte días 
hábiles paTa el término del plazo de presentación de las 
proposiciones. Si fuera una licitación internacional, este pla­
zo será de a lo menos cuarenta días. El art. 16 de RCOPCH 
establece que la publicación deberá hacerse en el Diario 
Oficial, con un plazo anterior al cierre de la licitación pú­
blica de treinta días. No se señala el número de publicacio­
nes necesarias, pero al decir "primera publicación" se de­
be entender de que sOn varias. En la práctica se hacen 
cinco publicaciones. 

A través de la publicidad, se da a conocer por la Ad­
ministración Pública el procedimiento de selección elegi­
do, el reglamento de este procedimiento y la invitación a 
los particulares a considerar la oferta de la Administra­
ción 2. 

b) El necesario secreto que debe guardar la Administra­
ción Pública de las proposiciones de los interesados. El 
objeto de esta garantía es el de colocar en una situación 
de igualdad a todos los proponentes. Si fuera factible co­
nocer el contenido de estas proposiciones se facilitaría la 
confabulación, lo que llevaría a una desigualdad manifiesta 
en la oportunidad que tiene el administrado de participar 
con éxito en la licitación. 

Una vez establecida la voluntad de la Administración 
Pública y dada a conocer, los interesados en la licitación 
deben presentar las distintas proposiciones, debiendo ha­
cerlo respetando estrictamente lo señalado por la Adminis­
tración Pública en la oferta. El interesado con esta actitud 
solicita ser admitido en el procedimiento de selección y só­
lo manifiesta su voluntad de participar en dicho procedi­
miento. 

2 J. M. BOQUERA O. "La Selección de Contratistas", p. 38, Instituto 
de Estudios PoIíUt.'os. Madrid 1963. 
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La doctrina ha entendido a la proposlClOn del intere­
sado como una oferta que éste hace a la Administración 
Pública 3, A nuestro entender, ésta no se (:on'itituye cvmo 
una oferta, sino como una respuesta a proposición a la Ad­
ministración de la oferta que ella ha hecho, entendiéndose 
que si la oferta va dirigida a todos los administrados que 
reúnan los requisito, de capacidad especial, la Administra­
ción Pública deberá optar por las distintas proposiciones, 
eligiendo la más favorable, o declarando desierta la licita­
ción según cual sea el tipo de selección del contratista. 
Además, si la Administración no manifestara su voluntad a 
través de la oferta, el particular interesado no existiría, pues 
él sólo existe en razón de la oferta de la Administración. 

Ante la posible oferta aislada y de propia iniciativa de 
parte del particular y dirigida a la Administración Pública 
para la ejecución de un servicio público, esta últim a sólo 
podrá tomar dicha oferta como una sugerencia, pudiendo 
iniciar los trámites administrativos de procedimiento inter­
no para lograr establecer la voluntad de la Administración 
y llamando a una licitación pública. 

La proposición de los interesados deberá estar ajustada 
a las condiciones establecidas en el anuncio de licitación, 
.,in que puedan ser alteradas dichas condiciones. Deberán, 
las proposiciones, presentarse en forma escrita y por la per~ 
sana capaz para ello. 

En la legislación chilena, los arts. 17, 18, 19, 20 Y 63 
del RCOPCH seilalan los requisitos para la presentación 
de las propo,iciones y los documentos que se deben acom­
pañar. 

Los interesados en efectuar proposiciones a la oferta de 
la Administración deberán hacerlo a través de formularios 
especiales, preparados por la propia Administración, en los 
que se debe acompañar: 
a) Una nómina de las obra, de cualquier naturaleza que 
actualmente ejecuten, o que hubieran realizado, su valor y 
lo que queda por realizar. 

• J. M. BOQUERA O. (N9 2) p. 45. 

168 



b) Un certificado de la inscripción en el Registro General 
de Contratistas, en el que conste la fecba de inscripción. 
c) Una lista de los elementos, maquinaria y equipo dis­
ponibles con que contará para ejecutar las obras. 
d) Una declaración en que se consigne: 
1. Haber estudiado los antecedentes y verificado la con­
cordancia de los planos, especificaciones técnicas y presu­
puesto oficial. 
2. Haber visitado el terreno y conocer la topografía. 
3. Haber verificado las condiciones de abastecimiento de 
materiales y vialidad de la zona. 
4. Estar confonne con las condiciones generales del pro­
yecto. 
5. Acreditar una capacidad económica de un 20% del va­
lor de presupuesto oficial. 

Por esta necesaria dec1aración, la Administración se 
asegura del cumplimiento correcto del contrato en los pla­
zos establecidos, soportando todos los riesgos el contratista. 

Dos días antes de la fecha de ténnino de plazo y aper­
tura de proposiciones, la Dirección General de Obras PÚ­
blicas, ante la que se deben presentar las proposiciones, en­
tregará un fonnulario especial para que cada uno de los 
proponentes anote el precio de la propuesta. En tal pro­
posición, deberá cumplirse con la vigente Ley de Estampi­
llas, Timbres y Papel Sellado. Las proposiciones se pre­
sentarán en dos sobres cerrados (secreto) caratulados "Pro­
puesta" y el otro, "Documentos Anexos", debiendo estipu­
larse en ambos el nombre, finna y domicilio del proponen­
te. En el sobre "Propuesta", sólo se indica la propo'ición 
monetaria conbrrne lo estipula el fonnulario especial en­
tregado al proponente. En el sobre "Documentos Anexos" 
se incluyen el programa de trabajo general, el programa de 
trabajo mensual y un programa de inversiones mensuales. 
También se acompaña aquí el resguardo acreditivo de la 
fianza provisional que viene a garantizar la seriedad de la 
proposición. 

Las proposiciones se deben presentar en idioma cas­
tellano, en unidades métricas, valores en moneda corriente, 
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salvo que la oferta de la Administración estipule lo con­
trario. 

Uespeeto a los plazos de entrega e iniciación, ellos 
deben señalarse sea para el caso de iniciación de la obra 
o para la entrega de las secciones o etapas de ella. 

Vencido el plazo y una vez que se han abierto los so­
bres ante los funcionarios competentes, entran a determinar 
si las proposiciones se ajustan a los requi'\itos para tomar 
parte en la licitación y si cumplen las condiciones de los 
pliegos ( ofertas de la Administración) 4. Se aceptarán 
aquellas proposiciones que se confonmen a estas condicio­
nes y se desecharán aquellas otras que se separen. Esta 
recepción de sobres sólo detenmina la verificación de las 
condic:ones externas reglamentarias de las proposiciones, 
terminado lo cual se admiten las proposiciones a partici­
par en el procedimiento de selección, pudiendo sus titulares 
participar en cuantos asuntos se planteen en él. A través de 
esta admisión se está declarando un derecho dirigido hac:a 
el titular de una proposición a ser parte de ese contrato si 
obtiene la licitación. 

La admisión de proposlclOnes impide desde este mo­
mento que la Administración entre a modificar las condi­
ciones para tomar parte en la licitación s. Esto no impedirá 
en todo caso que la Administración pierda la facultad de 
dejar sin efecto el procedimiento iniciado, sin que pueda 
existir reclamación de los licitadores, pues el procedimiento 
una vez admitida') las propuestas, no crea sino el derecho 
a participar en la licitación 6. 

El al't. 31 de la LeE, regula esta admisión de las pro­
posiciones, señalando que corresponde a la Mesa de con-

4 J. M. BoQUERA O. (NQ 2) p. 56. 
B. FIOIUNI, "La Licitación Pública", 82, Abeledo Perrot. 
Buenos Aires 1963. 

5 Sentencia del Tribunal Supremo Español de fecha 26 de mayo 
de 1958. 

6 Sentencia del Tribunal Supremo Español de fecha 27 de febrero 
de 1936. 
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tratación verificar los rcquisitos para contratar y la adecua­
da proposición del contratista. 

El art. 63 del RCOPCH. regula la materia señalando 
que las proposiciones se abrirán ante los funcionarios auto· 
rizados en el día y hora correspondiente, levantándose un 
acta de la apertura en la que se debe señalar la individua­
lización de los proponentes y si las proposiciones cumplen 
cOn todos 1", requisitos. La aceptación definitiva correspon­
de al Director General de Obras Públicas o a los Secreta­
rios Regionales Ministeriales de Obras Públicas, según sea 
el caso. 

Una vez admitidas las proposiciones, se entra a valorar. 
y a determinar, según cual haya sido el régimen de selec­
ción seguido, la proposición más ventajosa para la Adminis­
tración. Por el acto administrativo en que se elige esta pro­
posición emana la llamada adjudicación provisional del 
contrato. 

La adjudicación provisional no crea ningún derecho 
en favor del adjudicatario, hasta que no sea aprobada por la 
autoridad competente. No va a existir en este momento 
una vinculaclón entre la Administración y el contratista que 
presentó la proposición sobre la que recae la adjudicación 
provisional. Sólo existirá la obligación del contratista de 
mantener la proposición adjudicada provisionalmente y en 
caso de retirarla, perderá la fianza provisional debido a 
que su renuncia perjudicará al interés público. Art. 32 de 
la LCE. 

Es en la llamada adjudicación definitiva donde la Ad­
ministración adopta una decisión final. Esta se constituye en 
el r",ultado que persigue el procedimiento de selección del 
contratista. La Administración acepta la proposición del con­
tratista elegido produciéndose el acuerdo de voluntades, 
vínculo jurídico del cual nacen derechos y obligaciones re­
cíprocas. Art. 32 de LCE y art. 45 del RCCL. 

La adjudicación definitiva deberá recaer dentro de un 
plazo determinado siguiente a la fecha de adjudicación pro­
vis:onaI, en caso contrario, el contratista, cuya proposición 
fue adjudicada provisionalmente, podrá retirar la proposi­
ción y la fianza que hubiere prestado provisionalmente. 
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Art. 32 de la LCE 7 en el que se fija como término de plazo 
veinte días. Art. 45 del RCCL establece el plazo en se­
senta días en subastas y concurso') y en noventa días para 
los concursOS solamente. Transcurridos dichos plazos sin 
la manifestación de voluntad de la Administración, el Art. 
44, NC:> 5 del RCCL señala que el silencio administrativo, en 
los concursos-subastas y en las subastas, vendrá a confir­
mar la adjudicación provisional. Pero en los concursOs de­
berá ser considerado como una declaración de dejar de-
sierto el concurso. 

Como se seí1aló, el acuerdo de voluntades entre la 
Administración y el interesado o contratista adjudicado, se 
produce en la adjudicación definitiva a posteriori R. Así, la 
licitación se va a constituir en un procedimiento para la 
celebración de ciertos contratos administrativos, con el ob­
jeto de determinar la propmición más ventajosa, surgiendo 
el vínculo contractual al finalizar el procedimiento con la 
resolución de adjudicación definitiva notificada al intere­
sado. 

Al terminar el procedimiento licitatorio, tenemos la 
existencia de un contrato administrativo y serán sólo ciertos 
aspectos formales los que impidan ]a ejecución irunediata 
del mismo. 

Las formalidad es en la contratación administrativa di­
cen relación de cómo se forma la voluntad de la Adminis­
tración, a cómo se integra tal voluntad cOn la de un 
contrati')ta interesado en la oferta administrativa y a cómo 
debe ser expresado el vínculo contractual. 

La LCE en el Art. 39, exige la formalización del con­
trato en un documento público, dentro del plazo de treinta 
días. Esta formalización, podrá hacerse por escritura pública 

7 M. CAETANO. "Manual de Direilo Administrativo", p. 312, Edit. 
Coimbra Ltda. Lisboa 1965. 
G. JEZE. "Principios de Derecho Administrativo", Tomo IV, p. 
110. Edit. Depalma. Buenos Aires 1950. 

8 E. SAYAGUEZ L. "Tratado de Derecho Administrativo" Tomo r, p. 
355, Montevideo 1959. 
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o por documento administrativo. La exigencia de escritura 
pública, como ya se ha seiíalado, se establece para: 
a) Los contratos que hayan de anotarse o in.scribirse en 
algún registro que exijan el cumplimiento de este requisito. 
b ) Aquellos contratos cuyo precio SCa superior a 2.500.000 
pesetas. 
e) Cuando la Administración o <,:olltratista lo solicite. 

Los demás contratos se formalizarán por documento 
administrativo. Art. 40 de la LCE. 

La falta de fom,alización trae consigo la anulación del 
contrato por faltar este elemento formal y no por su con­
tenido. La culpa por esta falta de formali zación puede 
recaer en la Administración o en el contratista. En el primer 
caso, el contratista afectado podrá solicitar a la Admin is­
tración una indemnización por los daños que se han cau sado 
al no verse L"oncretada la ejecución del contrato. En el 
segundo caso, ]a resolución o anulación, será con incautación 
de la fianza provisional. 

El RCCL. en el Art. 48 establece la necesaria forma­
lización e.scrita del contrato, pero sin señalar el tipo de 
escritura por 10 que se entiende que ba.sta la escritura pri­
vada. Señala, ademá<, que la falta de este requisito no 
afectará a la validez de la obligación. 

La legislación chilena exige que una vez tramitado 
el acto de adjudicación definitiva, el contrato se debe re­
ducir a escritura privada, autorizada ante Notario Público, 
en un plazo de treinta día,. La falta de tal formalidad traerá 
aparejadas las sanciones de anulabilidad del contrato, más la 
pérdida de la fian za provisional, si es por culpa del contra­
tista, y las posibles indemnizaciones que debe pagar la 
Administración Pública si se debe a culpa de ella. 

Existen también, antes de entrar a la ejecución de las 
obras, las posibilidades del llamado replanteo, por el cual 
se verifican las viabilidades del proyecto y se escucha al 
contratista en las reservas que é.<.¡ te pueda tener del proyecto. 
El plazo para este replanteo es de un mes a contar de la 
formalización del contrato. tiempo en el cual se encuentran 
suspendidas las obras y hasta que emane un pronuncia­
miento de la Administración. Art. 127 del RLCE. 
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El Art. 25 de la LCE establece la posibilidad de que 
existan expedientes de contratación de tramitación urgente 
en aquellos casos de obras de reconocida necesidad o cuya 
adjudicación deba ser acelerada por razones de interés pú­
blico, para lo cual deberá solicitarse una declaración de 
nrgencia que es acordada por orden ministerial. 

Estos expedientes gozarán de los siguientes beneficios: 
a) Preferencia para su despacho por los distintos órganos 
administrativos, fis calizadores y asesores que participan en 
la tramitación previa, los que dispondrán de un plazo de 
cinco días para emitir los respectivos informes, sin perjuicio 
de la anulación del acto cuando se hubiere producido por 
infracción al ordenamiento jurídico. Cuando la compleji­
dad del expediente O cualquier otra causa justifi cada lo 
haga indispensable, los órganos administrativos fiscalizado­
res lo pondrán en conocimiento de la autoridad que hubiera 
declarado la urgencia. En tal caso, el plazo quedará pro­
rrogado por la nueva comunicación a diez días. 
b) Acordada la celebración del contrato, se reducirán a 
la mitad los términos previstos en la ley para la licitación y 
adjudicación de las obras, cualquiera sea la forma de con­
tratación que proceda. 
c) El replanteo y comienzo de las obras podrá realizarse 
a partir de la aprobación del contrato, aunque no se haya 
formalizado el correspondiente documento público. 

También el Art. 25 de la LCE establece un régimen 
excepcional para las obras de emergencia, debidas a acon­
tecimientos catastróficos, situaciones que suponen un grave 
peligro o necesidades que afectan directamente la defema 
naciona1. 

Se establecen los siguientes beneficios: 
a ) El órgano de contratación competente podrá ordenar 
la directa ejecución de las obras indispensables, pudiendo 
contratarlas libremente. 
b) Se deberán librar los fondos necesarios a favor del 
órgano de contratación. 

Los contratos administrativos en Chile, al ser celebra­
dos por re.solución administrativa del organismo competente 
y debido a que afectan fondos públicos, deben pasar por 
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el trámite de "toma de razón" en el que se verifica la lega­
lidad del acto. 

Toda persona que se sienta lesionada por la adjudica­
ción de un contrato, puede acudir ante la propia Adminis­
tración Públi ca o Contraloría General de la República pre­
tendiendo que sea invalidada tal resoluciém administrativa 
por haber faltado a alguno de los requisitos de forma o de 
fondo D. 

2. LOS SISTEMAS DE SELECCION DE CONTRA­
TISTAS 10 

Existen diversos procedimientos para conseguir un contratista 
idóneo que contrate con la Administración. La Ley ha es­
tablecido cuáles son tales procedimientos, estableciendo 
igualmente la necesaria imperatividad de sus nonna<; , 

Los sistemas de selección de contratistas se pueden 
dividir en: Procedimientos Licitatorios y Procedimientos no 
Licitatorios. 

2.1. LOS PROCEDIMIENTOS LlCITATORIOS 

Los procedimientos Iicitatorios tienen como necesa­
rio el procedimiento de la licitación pública, que como se 
ha señalado requiere de una serie de trámites tanto internos 
de la Administraaión, como aquellos otros destinados a 
cncontrar al contratista apto para la ejecución de la obra 
pública. 

Estos procedimientos Jicitatorios son: 

2.1.1. LA SUBASTA 

Constituye la subasta, uno de los procedimientos licitatorios 
dc mayor aplicación. Su principal característica, es la adju-

9 j. E. ROMERO P. "La Licitación Pública en Costa Rica", p. 145, 
Publicaciones Universidad de Costa Rica 1975. 

10 V('T J. M. BOQUEI1A O. (N9 2) p. 181. 

175 



dicación automática al mejor postor, o sea, la adjudicación 
definitiva dehe recaer en aquella propuesta que, ajustándose 
al pliego de condiciones, formule la proposición económi­
camente más ventajosa para ]a Administración. 

La subasta fue el procedimiento general de contratación 
durante el siglo XIX. La concepción liberal, que desconfia­
ba de la capacidad industrial de la Administración, interpuso 
a \In particular para la ejecución de ciertos servicios públi­
cos )' buscó un procedimiento que reflejara la igualdad de 
los intcresado'\ a ejecutar el contrato. De ahí surgió la su­
basta, teniendo como principios la inexistencia de afán de 
lucro por parte de la Administración y la igualdad de los 
administrados ante los beneficos públicos, cuestión que se 
refleja en el hecbo de que debe adjudicarse el contrato al 
mejor postor. De este modo, 1m licitadores calcularán lo 
que realmente puedan ofrecer o proponer, asegurándose un 
beneficio justo y equitativo. Con este procedimiento la Ad­
ministración regula sus contratos llevándolos también a ese 
plano de justicia y equidad u 

El fundamento de la subasta va a estar en obtener 
para ]a Administración la<.¡ condiciones más favorables en los 
contrato'i que ella celebre y para los administrados, la 
subac;ta se constituye como una garantía para evitar la 
confabulación entre licitadores interesados y agcnte'i de la 
Admini'i tración. 

En la subasta, las proposiciones de los licitadores deben 
ajustarse a los pliegos de condiciones que establecen el ob­
jeto y los efectos del contrato. En estos pliegos de condicio­
nes quedan fijados los elementos del contrato, cOn excepción 
del precio o sobre el cual se va a producir la subasta, ofre­
ciéndose por cada licitador mejoras sobre el precio tope o 
sobre el precio mínimo fijado por la Administración. En 
este procedimiento el licitador interesado sólo podrá pro­
nunciarse acerca del precio; respecto del re..'ito de los ele­
mentos sólo podrá adherirse a la oferta de la AdminL'itración. 

11 M. WALL'lE "L'cvolutioll récente des rapl)()rts oc c'e tat avee 
ses cocontratans .( RDP) , p. 24, Par i~ 1951. 
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Si el licitador modifica la oferta de la Administración, no 
podrá ésta ser aceptada, pues se burlaría el procedimiento 
de subasta exigido por la ley y además el derecho de los 
otros licitadores que participan en tal procedimiento ". 

Otra característica del procedimiento de subasta, es la 
adjudicación inmediata al mejor postor si éste cumple con 
todos los requisitos formales y de fondo seijalados en los 
pliegos de condiciones. En el ca'o que se presente un lici­
tador solamente, la adjudicación deberá recaer en él. 

La LCE en el Art. 32 señala dos casos en que la Admi­
nistración puede declarar desierta la subasta: 
a) Cuando la mesa de contrataci6n haya verificado la 
adjudicación provisional con infracción al ordenamiento 
jurídico. En tal caso, será preceptivo el dictamen previo de 
la asesoría jurídica del Departamento. En este caso será 
declarada desierta la subasta. 
b) Cuando la autoridad que haya de otorgar la aprobación 
presuma fundadamente, previo informe preceptivo de la 
J unta Consultiva de Contratación Administrativa, que la 
proposición no pueda ser normalmente cumplida como con­
secuencia de bajas desproporcionadas o temerarias. En este 
caso se adjudicará el contrato al postor salvo que el órgano 
de contratación considere conveniente anunciar una nueva 
licitación. 

Estos casos deben conliiuerarse como taxativos, por 
los principios que la subasta encierra. Pero en todo caso si 
varían las condiciones contractuale"i, la Administración no 
puede verse atada, pudiendo modificar o rescindir el cOn­
trato, o la propia subasta ser declarada desierta. 

En la subasta existe la doble adjudicación. Por un lado 
la adjudicación provisional, que declara cuál de las propo­
siciones es la mejor, económicamente, para la Administra­
ción. Ecta adjudicación provisional carece de efectos 
vinculantes entre la Administración y el licitador adjudicado, 
pues la obligación que tiene la administración de elegir la 

12 Sentencia del Tribunal Supremo Espaiiol de fecha 28 de septiem­
bre de 1933. 
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oferta económicamente más ventajosa nace de la ley y no 
de la propia adjudicación provisional. El adjudicado tendrá 
sí la obligación de mantener la proposición durante un 
lapso, so pena de pérdida de la fianza provisional si retira 
la proposición. Art. 32 de la LCE. 

Con la adjudicación definitiva, nace el acuerdo de vo­
luntades y se perfecciona el contrato. Deberá ser acordado 
por el órgano competente para celebrar, en nombre del Es­
tado, contratos administrativos. Este acto de adjudicación 
definitiva, es el principal de todo el procedimiento, ya que él 
significa la culminación de este proceso al emitirse este acto 
vinculante 13, 

Existe en doctrina, el llamado derecbo de tanteo, que 
autoriza a un Jicitador a mejorar la propia proposición, 
ha, ta equipararla a la más ventajosa de las presentadas 
un vez conocido el contenido de la<; mismas 14. 

Esta figura se opone al espíritu de la licitación por 
subasta, pues el objeto de ella es que la Administración 
elija a )a propcsición económica más favorable, de abí, que 
si todos los licitadores se ajustan a una misma propo.<;ici6n 
económica, a la Administración le será muy difícil y pro­
bablemente arbitraria, la elección de una de ellas. El RCCL. 
en su Art. 21, N' 5 condena esta fórmula de tanteo, decla­
rando la nulidad de ella. 

Las subastas deben darse a conocer en pública convo­
catoria, con el objeto de interesar a la mayor cantidad de 
personas. El anuncio que se publique deberá bacer referen­
cia a un formulario modelo, al que deberán ajustarse las 
propm;icion~) señalando, además, los documentos que deben 
acompa,;arse a la subasta. La publicidad tiene importancia 
también, al momento que se da a conocer la voluntad de la 
Administración en la adjudicación definitiva que da origen 
al contrato. Se debe dar a conocer públicamente, a travé<> 
de una inserción en el periódico oficial, del hecho de que 

l3 F. Mo. "Régimen legal de las Obras Públicas", p, 156, Depalma 
Buenos Aires 1966. 

14 F. ALDI Ch. "Los Contratos Municipales", p. 191, Valencia 1944. 
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la Administración celebra un contrato administrativo para 
la ejecución de un servicio público con un particular que 
obtuvo en licitación pública, la ejecución de eSe contrato y 
en el que se constituye como parte ". 

Puede darse el caso de que dos o más proposiciones 
l.-oinciden en la propuesta econ6mica. Ante esta circunstancia 
surge la Bamada licitación por "pujas a la Bana", a través de 
la cual el aumento o baja en el precio se produce en una 
licitación a viva voz, entre los titulares de las proposiciones 
más favorables . En caso de que subsista la igualdad de las 
proposiciones deberá resolver la situación por sorteo de la 
adjudicación provisional. Art. 34 del RCCL. 

Existe hoy día una verdadera crisis de la subasta y 
cada vez son más los sistemas de excepción a este procedi­
miento. Se entra, así, al estudio de nuevos procedimientos y 
a analizar COn mayor detención las proposiciones de los lici­
tadores interesados, evitando la adjudicacIón automática en 
razón del precio. 

Conforme a estos nuevos planteamientos citaremos 
aquí una carta de Vauban al marqués de Louvois, Mini~tro 
de Guerra de Luis XIV, que demuestra que también es 
aplicable a la contratación administrativa: "Que lo barato 
cuesta caro". Cita recogida por Flamme en su obra "Con­
tratos Administrativos", pág. 215. 

"Hay algunos restos de obras públicas de los últimos 
aiios que no se terminan ni se terminarán jamás, y ello por 
la confusión que causan las frecuentes rebajas que hacen 
en las obras, pue'i es cierto que todas estas rescisiones de 
contratos, incumplimiento de la palabra dada y renovación 
de adjudicaciones, no sirven sino para atraer como empre­
sarios a todos lo, miserables que no saben dónde meter la 
cabeza, a los bribones y a los ignorantes y hacer huir a 
aqueBos que tienen dinero y que son capaces de conducir 
una empresa. Yo digo que ellos retardan y encarecen con­
siderablemente las obras, que así se hacen pobres, pues estas 

15 E. GARcÍA DE ENTEllRÍA "Apuntes de Derecho Administrativo" 
Vol. 1. Tomo n, p. 140, Madrid 1975. 
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Il-'bajas y buenos negocios tan buscados son imaginarios, ya 
que ocurre con el empresario que pierde como un hombre 
que se ahoga, qu e se agarra a todo lo que puede; ahora bien, 
agarrarse a todo lo que se puede en materia de negocios es 
no pagar a los comerciantes que swninistran, mal pagar a 
10<.; obreros que emplea, engañar a cuantos pueue, nu tener 
sino a los perros, puesto que ofrece peor precio que ]os otros, 
no emplear sino los peores materiales, engañar en todas las 
cosas y pedir siempre misericordia contra esto y aquello. 
Siendo esto bastante para hacer ver la imperfecci6n de esta 
conducta, acabad con ella, pues, en nombre de Dios, y res­
tableced la buena fe; pagad el precio de las obras y no 
rehuséis un honesto precio a un empresario qu e en resguardo 
de su deber está siempre cuidando de su reputaci6n. Este 
será siempre el mejor contrato que podréis celebrar." 

2.1.2. EL CONCURSO 

Esta modalidad Iicitatoria se caracteriza por la facultad dis­
crecional de la Administraci6n Pública para adjudicar a 
cualquiera de los licitadores la celebración del contrato. La 
Administración puede apreciar tanto las ventajas como las 
desventajas de las diferentes proposiciones y elegir una en­
tre ellas, sin que se vea obligada a aceptar la más conve­
niente desde el punto de vista econ6mico. 

El concurso constituye un procedimiento licitatorio ex­
cepcional; sólo podrá ser utilizado cuando se trate de casos 
especialmente contemplados en las normas. El Art. 28 de la 
Le E a.ü lo establece, señalando que "el concurso y la cOn­
trataci6n directa s610 serán de aplicaci6n en los casos deter­
minados por la presente Ley". 

En los concursos, los licitadores podrán proponer una 
serie de condiciones para la mejor Tealizaci6n de la obra, 
pero debiendo aceptar aquellas condiciones establecidas por 
la Administraci6n en los pliegos de condiciones. La Admi­
nistraci6n apreciará libremente las proposiciones de los 
licitadores, pudiendo aceptarlas o rechazarlas según se ade­
cuen al pToyecto o no. 
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El Art. 36 de la LCE sellala que los licitadores podrán 
introducir las modificaciones conveniente.':i para la m ejor 
ejecución del objeto del contrato, dentro de los límite., seña­
lados en el pliego de c1ámulas administrativas o particulares. 

En relación a la adjudicación, la Administración tiene 
]a libertad para valorar todas las circunstancias, sean éstas 
objetivas o subjetivas que rodean la proposición, estable· 
cien da discrecionalmente la más ventajosa o declarando 
desierto el concurso. Esta facultad se encu entra establecida 
como característica del concurso, pudiendo la Administración 
elegir cualquiera proposición, limitándose este poder discre­
cional sólo en lo que respecta al cumplimiento, de todos los 
requisitos y C011 diciones previamente establecidos por la 
Admini<;tración 16, 

En la legislación española, el concurso se encuentra 
regulado en el Art. 36 de la LCE y en el Art. 40 del RCCL. 

Por su naturaleza, el concurso na tiene más que una 
adjudicación. Desaparece la adjudicación provLsional, man­
teniéndose solamente la adjudicación definitiva por el ór­
gano competente para ello. 

La apreciación de esta oferta más ventajosa la hace el 
órgano competente y no la mesa de contratación, la que 
debe elevar todos los antecedentes que cumplan con los 
requis itos de fonna a esta autoridad u órgano competente 
que resolverá previo infonn e del servicio respectivo 17. 

El sistema de concurso se ha transformado en el proce­
dimiento general para e l contrato de sum lnistros y para el 
contrato de gestión de servicios públicos, Arts. 69 y 87 de la 
LCE. Respecto al contrato de obra pública, el Art. 35 de la 
LCE establece que podrán celebrarse por concurso los con­
tratos de obras sigui entes: 
a) Aquellos en que sea im posible la fijación de un presu­
puesto definitivo. 
b) Los que se refieren a la ejecución de obras cuyos pro­
yectos o prescripciones técnicas no hayan podido ser 

16 Sentencia del Tribunal Supremo E.'ipañol oe fecha 7 de octubre 
de 1962. 

17 E. GARcÍA DE ENTERltÍA (N9 15) , Vol. 1, Tomo IV, p. 43. 

181 



establecidos previamente por la Administración y cuyos 
anteproyectos deban presentar los licitadores. 
e) Cuando los órganos de contratación consideren que el 
proyecto aprobado por la Administración es susceptible de 
ser mejorado por otras soluciones técnicas, a proponer por 
los licitadores. 
d) Aquellos para la realización de los cuales facilite la 
Administración materiales o medios auxiliares, cuya buena 
utilización exija garantías especiales por parte de los cOn­
tratistas. 
e) Los relativos a obras de tecnología especialmente 
avanzada o cuya ejecución sea particularmente compleja. 

En la legislación chilena, el Art. 32 del RCOPCH se­
ñala COmo norma general de la contratación de obras públicas 
el procedimiento del concurso. En él se faculta a la Admi­
nistración a elegir cualquiera proposición allilque no sea 
la económicamente más favorable. Señala que "mediante 
Decreto Supremo o Resolución del Director General de 
Obras Públicas, según corresponda, se podrán desechar to­
das las propuestas, o aceptar cualquiera de ellas, aunque 
no sea la más baja en el precio. Los proponentes no tendrán 
por las circunstancias anotadas derecho a pretender indem­
nizaciones," 

Jamás se podrán elegir aquellas proposiciones que no 
cumplan eon los requisitos exigidos en el pliego de condi­
ciones 18, 

El hablar de "proposieión más favorable" no señala 
un aspecto concreto capaz de ser evaluado objetivam ente, 
de ahí que esta expresión no se debe entender en el sentido 
de que tal proposición es de aquellas menos onerosas para 
la Administraeión, sino que se debe entender que aquella 
proposición, conforme a todos los antecedentes presentados, 
dé más seguridad a la Administración para la correcta 
ejecución del servicio público. 

18 Dictamen de la ContralorÍa General de la República NI,) 2314 de 
1946. 
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La Administracióu en estos casos de concursO es libre 
para adjudicar el contrato, aunque el proponente adjudicado 
no haya presentado la proposición más favorable según las 
reglas de la lógica. Pensamos que esto iría contra la idea 
de procedimiento licitatorio, que tiene por objeto elegir 
de entre varias proposiciones la más favorable; aquí falta 
la seguridad que la Administración elija realmente la más 
favorable. Todo el procedimiento podría convertirse en 
una mera formalidad sin que se cautelen los objetivos que 
a través de él se pretenden. Siempre debería dársele pre­
ferencia a aquella proposición que sea más ventajosa para 
la administración, conforme a ciertas nOrmas que regulen 
la adjudicación, no sólo en el análi,is de! precio, sino tam­
bién en la consideración de factore') tales como solvencia 
econ6mica, técnica, responsabilidades anteriores en obras 
públicas, etc. Puede existir por parte de la Administración 
un cierto grado de injusticia, dando margen a arbitrarieda­
des, por el hecho de que la Administración proclame como 
adjudicatario a un proponente que no había ofrecido las 
mejores condiciones y descartando a quien en verdad se 
lo merecía. Esto incidiría fundamentalmente en la seriedad 
y en la seguridad de la contratación administrativa. 

Respecto de la posibilidad de que la Administración de­
clare desierto el concurso, pensamos que tal actitud no 
tendría un fundamento mayor, si existiera una proposición 
que se ajustara perfectamente a la oferta de la Adminis­
tración. 

El Art. 34 del HCOPCH sella la que basta la adjudica­
ción de la propo'iición para que el contrato nazca, se 
perfeccione y rija. Dicha aceptación !)c expresarú en una 
resolución que será dictada una vez que se encuentre to­
talmente tramitada o ingresada en la oficina de partes del 
Ministerio de Obras púbUcas. El hecho que se encuentre 
tramitada implica que el pronunciamiento del Ministerio, 
del Director General de Obras Públicas o de los Secretarios 
Hegionales Ministeriales de Obras Públicas, se vea traducida 
en un Decreto o Hesolución que deba tramitarse para su 
toma de razón en la Contraloría General de la República. 
Tramitado el Decreto o Resolución ante la Contraloría, el 
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contrato se debe reducir a escritura privada autorizada ante 
notario en un plazo de treinta días. Este requisito no cons­
tituye un elemento c'iencial del contrato, pues éste ha 
nacido al momento de la adjudicación. La e':icritura se exige 
como una formalidad que necesariamente se debe cumplir 
so pena de sanciones para aquella parte que por su culpa 
no cumpla tal formalidad. En todo ca,o, si en el plazo de 
treinta días no se celebra la escritura por culpa del con­
tratista adjudicado, se dejará sin efecto la resolución de 
adjudicación. Las sanciones por el incumplimiento son; res­
pecto del contrati.,ta adjudicado, éste pierde la fianza pro­
visional vigente hasta la formalización del contrato; respecto 
de la Administración, debe indemnizar por los daños causa­
dos al c'Ontratista por la no ejecución del mismo. 

2.1.3. EL CONCURSO TI ESTHlNClDO 

Esta forma de concurso se encuentra establecida para los ca­
sos en que la Administración exija especiales requisitos a 
cumplir por los interesados, lo que origina una serie de 
características especiales para la admisión de los eoncursos. 

D ebe existir una selección previa de los interesados de 
acuerdo (:on ciertos criterios objetivos e..'itablecidos en el 
pliego de condiciones administrativa'i o particulares. Estos 
criterios dan la pauta a los intere, ados para valorar sus 1'0-
.sibilidades de obtener la lici tación, evitando así la pérdida 
eeonómica y de tiempo que le implica participar en el pro­
cedimiento sin posibilidade.~ de éxito. 

En la tramitación posteríor. se rigc según las normas 
del concurso. 

2.1.4. EL CONCURSO - SUBASTA 

El COJH .. :urso-subasta, como su nombre lo illdiea, reúne ele­
mentos tanto de la subasta como del concurso, ]0 que 
refleja dos momentos bien claros en el procedimiento. 

Esta forma de selección del contratista se ha transfor­
mado en una forma de operar general, Art. 28 de la LeE. 

El procedimiento es el siguiente: la Adm inistración, 
en la oferta, fija las condiciones a que se debe ajl.L'itar toda 
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proposición interesada. Hespetando tales condiciones, los 
interesados deben presentar dos sobres cerrados. En un 
primer 'sobre, denominado "sobre de referencias", se presen­
tan todos los documentos que vengan a justificar las razones 
técnicas, de .c;olvencia económica, obras públicas anteriores, 
elementos y tecnología de trabajo y demás detalles, por 
las cuales cree se merece la adjudicación y ejecución de 
ese contrato. Un segundo sobre, que contenga la propuesta 
económica (precio ) para la ejecución de la obra pública. 

Se abrirán en primer lugar . "los sobres de referencia", 
evaluándose las diferentes proposiciones y escogiéndose 
aquellas que ofrezcan las mejores garantía.") de solvencia, 
Arts. 24 y 34 de la LCE. 

Como se observa, en esta primera parte del procedi­
miento se aplican las reglas del concurso al resolver en forma 
discreciona la Admini, trac:ón respecto de las garantías 
de los proponentes. Incluso en este momento podrá decla­
rarse desierto este procedimiento de conclUso-subasta. 

La segunda parte se caracteriza por la apertura de los 
sobres que contienen las propoc;iciones económicas de aque­
llos interesados escogidos en la etapa anterior (los sobres 
de proposiciones econ6micas de aquellos que no fueron 
eseogidos se destruyen ), adjudicándose provisionalmente de 
entre ellos a aquel que hizo la proposición más ventajosa 
para la Administración , o sea, el mejor postor, Ar!. 34 de 
la LCE. 

En e."ita segunda parte del procedimiento se aplican 
las norma., ue la subasta. 

Este procedimiento lic::itatorio pareciera que ."ie cons­
tituye como el más idóneo para la búsqueda del contratista, 
pues en él se conjugan las garantías de solvencia, que de­
bieran de ser objetivizadas al máximo no permitiendo la 
discrecionalidad total del agente de la Administración y del 
precio que ante la es<.:asez de recursos o la necesidad de un 
servicio público óptimo, eficaz y permanente, se constituye 
como un factor de suma importancia al momento de celebrar 
un contrato administrativo 1!J. 

l~ J. E. Ro~umo ( NQ 9), p. 261 Y ss . 
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La legislación española ha adoptado COIl carácter ge­
neral este procedimiento. Así, el Art. 28 de la LeE señala: 
"Los órganos de contratación podrán optar entre la subasta 
y el concurso-subasta, como formas de adjudicación, cuando 
se trate de proyectos muy definidos y de ejecución sencilla, 
cuya cuantía sea inferior a 25.000.000 de pesetas. Si los 
proyectos de obra'i no reúnen los expresados requisitos o 
su presupuesto fuere de cuantía superior a la indicada pro­
cederá con carácter general el concurso-subasta", 

2.1.5. LOS PROYECTOS EN COMPETENCIA 

Los proyectos en competencia constituyen una especial 
fónnula licitatoria. Se trata de una modalidad compleja, que 
no se encuadra en ninguno de los procedimientos ya seña­
lados y que participa de todos ellos. 

Es de aplicación en aquellos casos en que la Adminis­
tración decide consultar a los participantes proponiéndoles 
en la oferta la elaboración de un proyecto. Se trata genera \­
mente de proyectos de gran perfección técnica y que re­
quieren para .su ejecución de una tecnología avanzada que 
en la mayoría de los casos poseen todos los interesados en 
tal oferta administrativa. 
El procedimiento es el siguiente: 

- La Administración debe señalar las condiciones ffiUlI­

mas que deben reunir los proyectos (proposiciones). 
- Presentación de uno O más proyectos. 
- Anuncio por parte de la AdIDinl'itración de la apertura 

del tiempo necesario en el que se pueden presentar 
otros proyectos que vengan a mejorar los primeros. 

- En el caso que se estimen equilibradas las ventajas 
ofrecida, en los distintos proyectos, se produce la ad­
judicación en forma de subasta. 

- Si no existiera tal equilibrio, se produce el concurso 
mediante la seJec.'Ción de uno de los proyectos presen­
tados. 

En este procedimiento, puede operar el llamado derecho 
al tanteo, pero sólo para aquel autor del proyecto o de los 
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proyectos que constituyeron la base sobre la cual se produjo 
la com peten cia. 

En esta modalidad licitatoria se produce la circunstan­
cia que la iniciativa del proyecto no procede de la Admi­
nistración, sino de los particulares interesado'i . Ante tal 
situación, se podría decir que ca'ii de..'iaparece la adhesión, 
que sólo se va a mantener en aquella~ condiciones mínimas 
de la oferta de la Administración. También desaparece el 
principio del secreto, puesto que los primeros proyectos se 
hacen públicos debido a que sobre ellos se produce la com­
petencia. 

2.2. LOS PROCEDIMIENTOS NO LICITATORIOS 

La administración puede prescindir de modo excepcional a 
estos procedimientos licitatorios mediante diversas fónnu­
las excepcionales, siem pre y cuando dicha prescindencia sea 
autorizada por algún precepto legal. Lo, arl,. 37, 69 Y 87 
de la LCE, autorizan fórmula, no licitatorias en la cele­
bración de ciertos contratos excepcionales dentro del con­
trato de obra pública, contrato de suministro o contrato de 
ejecución de servicios. El arto U del RCOPCH, limita a un 
número determinado de contratos de obra pública, la po­
sibilidad de que sean celebrados sin la previa existencia de 
un procedimiento licita torio. Se trata, en estos casos, del 
denominado concierto directo. 

En eL llamado concierto directo, la Administración que­
da exenta de todo trámite preparatorio al perfeccionamiento 
del contrato. Podrá actuar libremente en la búsqueda del 
contratista, al igual como lo pudiera hacer un particular, 
pero sin perder la naturaleza de contrato administrativo. 
Desaparece, aquí, la llamada adhesión y surge todo un pe­
ríodo en que la Administración y los interesados, entre ellos 
el futuro colltratista, discuten todas y cada una de las cláu­
sulas contractuales estahleciendo las bases del acuerdo en 
un plano de igualdad. 

Desaparece también la publicidad del anuncio. Es la 
Administración que por Su propia cuenta debe buscar al 
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contratista ~in tener que cumpUr, obligatoriamente, con to· 
dos los Tequisitos fonnale..o;¡ de la licitación. 

En la elección de ese contratista, según las cláusulas 
l.'ontractuales libremente pactadas que benefician a la Ad­
ministración, ella podrá actuar discrecionalmente sin suje­
ción a ningún procedimiento :.!O, 

La fórmula del concierto directo, se encuentra plena­
mente jWitificada debido a que la ejecución de un servicio 
público puede presentarse en forma urgente, o puede ser 
de gran especialización, () que por sus características espe­
ciales no pueda ser sometido al largo y reglamentado proce­
dimiento de licitación. 

La legislación española, en los arts. 37, 69 Y 87 dc la 
LCE, señala, para los contratos de obra pública, las excep­
ciones al procedimiento licitatorio, autorizando el concierto 
directo de ]a Administración. Los casos Son los siguientes : 
a) Aquellos en que no sea posible promover concurrencia 
de la oferta o en que por circunstancias excepcionales, que 
habrían de justificarse en el expediente, no convenga pro­
moverla. 
b) Lar.¡ de reconocida urgencia como consecuencia de ne­
cesidade'\ apremiantes que demandarán una pronta ejecu­
ción, que no pueda lograrse por medio de la tramitación 
urgente regulada en el arto 26 de la LCE, previa justificación 
razonada en el expediente y acuerdo del jefe de Departa­
mento. 
c) Las de presupuesto inferior a 5.000.000 de pesetas. 
d) Las que sean declaradas de notorio carácter artístico 
con arreglo al dictamen de organismos competentes. 
e) Aquellas que por afectar a la seguridad del Estado 
precisen garantías especiales o cuyo expediente haya sido 
declarado secreto y no puedan realizarse directamente por 
la Administración. 
f ) Las instalaciones y montaje de los aparatos de faro y 
de todas la.o;;¡ señales de navegación y en general de instala-

20 F. Al.DI Ch. (NI) 14), p. 214 y ss. 
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Clon de instrumentos de control que exijan una gran pre­
cisión y seguridad. 
g) Las que no lleguen a adjudicarse por falta de licitado­
res O porque las proposiciones presentadas no se hayan de­
clarado adm isibles siempre que la adjudicación directa se 
acuerde en las mismas condiciones y precio no superior a 
los que hayan sido objeto de licitación. 
b ) Cuando el adjudicatario no cumple las condiciones 
necesarias para llevar a cabo la formalización del contrato, 
siempre que en la adjudicación directa se acuerde en las 
misma, condiciones y precio no superior a los que hayan 
sido objeto de licitación. 
i ) Los que tengan por finalidad continuar la ejecución de 
obras cuyos contratos hayan sido resueltos. 
j) Las que tengan por objeto el ensayo o la experimen­
tación. 
k ) Las de interés militar que puedan ser ejecutadas direc­
tamente por organismos autónomos de carácter industrial, 
sufi cientemente aptos para la realización de la obra proyec­
tada 21 

En la legislación chilena, el arto l ' del RCOPCH hace 
referencia a la ley 15.840 que vino a señalar qué contratos 
de obra pública se pueden ejecutar por la vía del concierto 
directo (art. 50) . 
a) Aquellos cuya ejecución sea urgente y necesaria. Asunto 
que deberá determinar el Minh terio de Obras Públicas. 
b ) Los contratos de manifiesta especialidad y alta tecno­
logía. 
e) Aquellos cuya publicidad pueda afectar a los intereses 
de la N ación. 
d ) Aquellos que han sido declarados desiertos por falta 
de interesados y que su ejecución se hace nece."iarÍa. 

21 J. M. BoQUERA O. (N' 2) p. 187 Y ss . 
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3. GESTION DIRECTA DE LA ADMINISTRACION 
PUBLICA 

Por último, no podriamos terminar este aspecto de la 
contratación administrativa, sin referirnos a la llamada Eje­
cución directa del servicio público por la propia Adminis­
tración. 

No lo señalamos como un sistema de selección del 
contratista, pues, como su nombre 10 indica, es un sistema 
de gestión directa por la Administración. Tampoco tiene 
un carácter contractual, o sea, se ubica fuera de la órbita de 
la contratación administrativa. Tiene sí una directa relación 
con el sistema contractual, pues señala aquellas esferas re­
servadas a la gestión directa y sobre las cuales no puede 
existir procedimiento licitatorio alguno, lo que viene a limi­
tar el campo de actuación del contrato administrativo. 

La administración, en ciertos casos señalados por la nor­
ma y contando con los medios y la organización adecuada, 
puede ejecutar directamente el servicio público, desapare­
ciendo el intennediario y asumiendo la propia Administra­
ción el riesgo de tal ejecución. Como se señaló, no es ésta 
una forma contractual propiamente tal, aunque para lograr 
el fin, que no es sino satisfacer una necesidad pública, la Ad­
ministración puede entrar a celebrar contratos (administra­
tivos o no) que vengan a crear las condiciones necesarias 
para lograr la finalidad perseguida 22. 

Este sistema de ejecuci6n del servicio público por ges­
tión directa de la Administración, vino a quebrar el prin­
cipio del contratista interpuesto, por el cual era obligatorio, 
para la Administración, ~<¡ervirse de contratistas privados 
para la ejecución de servicios públ:eos 2;!. 

22 J. L. VILLAR P. "Lecciones sobre contratación administrativa" 
p. no y ss. Facultad de Derecho, Universidad Complutense de 
Maddd, 1969. 

23 E. CARdA DE ENTERRÍA. "Dos regulaciones orgánicas de la con­
tratación administrativa". R.A.P. NQ 10, p. 273 y ss. Instituto de 
Estudios Políticos, Madrid. 
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La LeE en su art, 60 ha señalado la, circunstancias 
en que la Administración debe ejecutar por sí misma el ser­
vicio público. 
a ) En aquellos casas en que la Administración tenga mon­
tadas fábricas, arsenales, maestranzas o servicios técnicos O 

industriales suficientemente aptos para la realización de la 
obra proyectada, en cuyo casO deberá normalmente utili­
zarse este sistema de ejecución. 
b) En aquellos ca'os en que la Administración posea ele­
mentos auxiliares utilizables en la obra, y cuyo empleo 
suponga una economía superior al 20% del importe del pre­
supuesto de la obra, o una mayor celeridad en su ejecución. 
e) Que no haya habido ofertas de empresarios para la eje­
cución de obras calificadas de urgencia en licitación pre­
viamente efectuada. 
d ) Cuando se trate de ejecución de obras que, dada su 
naturaleza, sea imposible la fijación previa de un precio 
cierto o la de un presupuesto por unidades simples de tra­
bajo. 
e) Cuando se trate de obras que se consideren de emer­
gencia can arreglo a la LCE. 
f) Las obras de mera conservación y no susceptibles, por 
sus características, de la redacción de un proyecto. 
g) Cuando sea necesario relevar al contratista de realizar 
algunas unidades de obras por no haberse llegado a un 
acuerdo en los precios contradictorios correspondientes. 

El sistema de gestión directa por la AdminÍ., tración 
requiere la simple autorización de la autoridad competente 
para la aprobación del gasto, previo informe de la Asesoría 
Jurídica del Departamento y fiscalización de aquél por la 
oficina competente de la Intervención del Estado, para en­
trar a la ejecución del servicio público en los casos previstos. 
La excepción será para los ca<;üs de extrema urgencia, en 
que se requiere la autorización del Con')cjo de Ministros 24. 

24 Para un mayor análisis del sistema de ejecucíón directa por la 
Administración Púhlica; Ver: A. FLAMME. "Los cOntratos de 
obra pública de la Administración". Ponencia General, X Con­
greso Internacional de Ciencias Administrativas. Actas. Madrid 
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4. SITUACION ANTE LA OMISION DE LAS NOHMAS 
PHOCEDIMENTALES. 

Es la ley la que fija el procedimiento, licitatorio o no lici­
tatorio, para la conclusión de un contrato administrativo. 
El problema que se presenta es el de determinar la validez 
de los contratos en que no se respete el procedimiento que 
ha establecido la ley. 

Parte de la Doctrina señala que dicho contrato es 
plenamente válido. Será responsable administrativamente 
el funcionario infractor del procedimiento, en la hipótesis 
de que la legislación no contemple una disposición particu­
lar que declare nulo aquel contrato que no se adecuó al 
procedimiento establecido "'. Otra parte de la Doc'trina se­
ñala que al producirse un vicio en el procedimiento contrac­
tual, el contrato celebrado será nulo, y sólo podrá solicitar 
tal nulidad la Administración, puesto que los procedimientos 
para lograr el acuerdo contractual han sido establecidos en 
beneficio de la Administración. Creemos, con otra parte de 
la Doctrina, que los procedimientos licitatorios se estable­
cieron por razones de interés público y que miran tanto a la 
honestidad como a la moralidad administrativa, de ah¡ que 
no pueda quedar entregado al arbitrio del funcionario pú­
blico el cumplir tales procedimientos, por lo que pensamos 
que la omisión del procedimiento establecido por la norma 
legal para la conclmión de un contrato administrativo debe 
traer consigo la nulidad del contrato. Creemos además, que 
tal nulidad podrá ser solicitada tanto por la Administración 
como por cl contratista afectado, y ante el tribunal del 
contrato 26, 

Puede suceder que durante el procedimiento lici­
tatario, se cometa un vicio, una irregularidad que afecta al 

1957 Y F. GóMEZ A. "Ejecución de 1as obras públicas en Es­
paña" D.A. N9 41, p. 38 Y ss. Madrid. 

2S E. $AYAGUEZ L. "La Licitaci6n Pública", p. 60, Universidad Cen­
tral, Montevideo 1950. 

26 S. ALVAREZ-GENDIN B. "Los Contratos Públicos", p. 131 Madríd 
1934. 
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procedimiento, con ]0 cual, si aplicamos la regla general, ese 
procedimiento sería nulo al igual que el contrato celebrado. 
Sin embargo, la Doctrina ha buscado una solución más justa 
y que responde a la idea de interés general. Así, para que 
proceda la nulidad, es necesario que la irregularidad o vicio 
cometido tenga consecuencia en el resultado final de la 
adjudicación y aquella, pequeñas infracc,ones o vicios de 
escasa importancia no tendrán mayores collSeCUencia'i, no 
siendo pues suficientes para producir la nulidad del proce­
dimientú lici tatorio, ni de! contrato 27 . 

Como sc ha seilalado, sólo un vicio de gran importancia 
puede producir la nulidad del contrato. Ahora bien, este 
vida puede sllrgir antes de perfeccionarse el acuerdo, frente 
lo cllal la Administración debe declarar la nulidad de la 
licitación, dejando de existir el posible derecho del propo­
nente elegido a celebrar el contrato administrativo. Pero el 
vicio puede advertirse una vez que se ha formalizado el 
contrato. Ya exis te un contratista preferido en una lici tación 
viciada y con <juien se celebró el contrato. EXl<;te en est a 
última hipótesis un vicio en las form alidades licitatorias, lo 
que trae consigo la nulidad del contrato 2. ... . 

El problema que surge, Coi determinar a quién corres­
ponde declarar tal nulidad. ¿Será la propia Admini., tración, 
o el Tribunal Adminbtrativo? 

La Dodrina se ha pronunciado sobrc el punto conclu­
yendo e ll que todo problema que se >uscite entre la 
Admíll L'i tración y el contratista, una vez celebrado el con­
trato, ~e debe somete r al Juez de] contrato. Solución acer­
tada para aquclIo.."'i pa:scs que cudntan con Tribunales 
Auministrativos que COnocen 29 de la", dificultades que se 
SlL'icitan en este tipo de con tratación . 

En Chile, al carecer de Tribunales Administrativos nos 
encontramos con la d;ficultad de determinar quién conoce 
de los conflictos entre Ja Adminis tración}' el contratista cn 

:!7 HAINA Ur-JOLU.:T. "Les contrasts de travaux et de jorn iturcs de 
l'Administratioo". Tomo 11 , p. 194, París 1962. 

:!l:! J. RlVEI\Ó. "Droit Administratif" , p. 215, Dalloz, París 1965. 
29 E. SAYAGUl':7. L . (NQ 25), p. 150 . 
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]a ejecuclOo de estos contratos, incluyendo la impugnación 
de él por nulidad, motivada por vicios procedimentales. El 
problema no puede quedar sin solución, se debe buscar la 
fórmula de rescisión de tales conflictos, Pensamos que mien­
tras no se creen los Tribunales AdminL'itrativos en Chile, 
esto, asuntos deberán ser conocidos por los Tribunales Or­
dinarios de Justicia. Creemos que una vcz celebrado el 
contrato administrativo, no debe ser la Administración la 
que decida sobre un posible vicio en el procedimiento lici­
tatorio o de la" dificultades en la ejecución, pues se le daría 
la oportunidad a la Administración de que se constituya 
como juez y parte a la vez, además de que es factible que 
ella aprecie unilateralmente la situación en perjuicio del 
contratista. La Contraloría General de la República ha emi­
tido un dictamen que aunque no constituye norma obliga­
toria nOs dice: "La nulidad o validez de las propuesta, 
públicas que constituyen contratos con la Municipalidad 
deben ser resueltos por los Tribunales Ordinario, . La Con­
traloría no puede resolver al respecto 3 0 Se debe señalar sí, 
que la legislación de Contratos de Obra Pública Chilena, 
señala en el arto 119, que los conflictos que se smciten en 
la ejecución del contrato de obra pública serán conocido., 
por Jos Tribunales Ordinarios de Justicia. Señala igualmente 
ciertas excepd ones a esta norma. Así, el art. 60 del 
RCOPCI-I, establece como Tribunal al Director de Obra, 
Públicas para las reclamaciones del L'OntratLs ta que digan 
relación con las órdenes dadas por el Inspector FL,cal de 
la Obra. 

5. CONCLUSION 

A paTtir de los s istemas de .selección de contratistas descritos, 
la Administración ha ido buscando fórmulas cada vez más 
elásticas que le permitan lograr una rapidez y una eficacia 

3 0 Dictamen de In Contraloría General de la República N 9 43924 
de J 953. 
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aún mayor en la c(-'lcbradón de contratos administrativos 
en general. Los rigurosos procedimientos e'i tán siendo de­
jados de lado, aparecen nuevos criterios ante la idea de 
colaboración en la relación AdrninLstración-Admini.-'itrado. 
cada día lluevas técnicas deben ser consideradas, todo Jo 
Clla] (..'ontribuye, sin duda, a logra r una mayor economía, 
eficiencia y seguridad jurídica de} sistf:>ma. 
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